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Para dar cumplimiento al “Programa de Mejoramiento de la Gestión en materia de Género” la Defensoría Penal Pública ha solicitado la realización de un estudio que describa los principales criterios con que actúan los jueces de familia, de garantía y de juicio oral, fiscales y defensores en los casos regidos por la Ley Nº 20.066 u otros delitos que se produzcan en el marco de violencia intrafamiliar. 

Los objetivos específicos de este estudio son:

1. Describir, mediante un estudio bibliográfico, el efecto que se produce en la familia por acción de procedimiento de violencia intrafamiliar.

2. Describir los criterios judiciales de derivación de los casos de violencia intrafamiliar hacia los fiscales, utilizados por el juez de familia.

3. Describir los criterios utilizados por fiscales para el manejo y judicialización de los casos de violencia intrafamiliar.

4. Analizar el contenido dado por los operadores (fiscales, jueces de garantía y tribunal juicio oral en lo penal y defensores) a los elementos del tipo del delito de maltrato habitual (art. 14 Ley 20.066), a las lesiones, amenazas y parricidio.

5. Describir el perfil socioeconómico y criminológico de los clientes atendidos por la Defensoría y la forma en que llegan a ser atendidos por defensores penales públicos.

6. Descripción de la utilización y cumplimiento de las medidas cautelares en materia de violencia intrafamiliar.

7. Describir el tipo de salida que han tenido los actos de violencia intrafamiliar que son conocidos por defensores penales públicos.

8. Describir el tipo de sanción por delito por salida que han tenido los actos de violencia intrafamiliar que son conocidos por defensores penales públicos.

9. Desarrollar propuesta para realizar una defensa especializada en los actos de violencia intrafamiliar conocidos por los defensores penales públicos contenidos en la Ley 20.066.

10. Analizar cómo han sido recepcionados los tratados internacionales sobre violencia contra la mujer.

11. Realizar una sistematización de los estudios realizados sobre violencia intrafamiliar en Chile y en legislaciones de referencia, sobre la base de una selección de países que posean una realidad cercana a la chilena.

Para alcanzar estos objetivo, se trabajó con distintas fuentes de información: primarias (estadísticas, sentencias y registros judiciales y entrevistas) y secundarias (estudios y normas) a través de la revisión y sistematización de los estudios.

La metodología utilizada combinó técnicas cuali y cuantitativas lo que permitió la triangulación de información cuantitativa que el sistema judicial (familiar y criminal) produce por una parte, con información cualitativa sobre la percepción de los operadores del sistema sobre los casos de violencia intrafamiliar y los criterios que se pueden manifestar en las sentencias y registros judiciales. Se entrevistaron a 37 operadores: 8 jueces de garantía, 9 de familia, uno de tribunal oral en lo penal, 10 fiscales y nueve defensores de la II, Metropolitana, VII, VIII y X Regiones.

El análisis jurisprudencial incluyó la revisión de 176 casos: amenazas, lesiones, homicidios/ parricidios y maltrato habitual, en el marco de violencia intrafamiliar de las regiones ya señaladas, cuyos casos hubieran terminado hasta junio de 2006. Esta muestra no es estadísticamente representativa, no obstante entrega algunos indicios sobre los criterios de los operadores. Tiene limitaciones por cuanto importante información no queda en los registros escritos, tales como la edad de los imputados, su oficio o profesión. 

Por su parte, la información estadística es aún precaria puesto que los operadores no completan campos en el sistema de registro que den luces sobre la magnitud o volumen de los casos conocidos por el sistema y las formas de término de los casos
. Este es un problema de políticas institucionales al no hacer obligatorio el registro de datos que pudieran servir en la evaluación y mejoramiento de políticas públicas de las instituciones involucradas.

Los resultados de este estudio dan cuenta de la complejidad del tratamiento de la violencia, y en particular en sede judicial. Los hallazgos muestran la diversidad de miradas de parte de los operadores del sistema y los déficits que éste presenta para responder a prevención y sanción de los casos por violencia intrafamiliar. A continuación presentaremos los principales hallazgos.  

La Violencia Intrafamiliar desde los Operadores.

En general, los jueces entrevistados no contaban con experiencia previa en materias relacionadas con violencia doméstica por lo cual su conocimiento era escaso. No contaban con una capacitación sobre el tema, y aquellos que ejercían funciones en jurisdicción familiar recibieron alguna formación básica, que evaluaron de insuficiente, particularmente de la ley 20.066. Los conocimientos obtenidos eran muy generales y no habían adquirido herramientas para realizar, por ejemplo, la evaluación de riesgo establecida en la ley.

Respecto de la carga de trabajo, los jueces de familia estiman que los casos de violencia intrafamiliar representan un importante porcentaje de sus ingresos, los que algunos casos consideran alcanzar casi la mitad o tres cuartas partes de los ingresos. Sin embargo, los datos proporcionados por el Ministerio de Justicia, indican una realidad distinta. Los ingresos por violencia en sede de familia no superan el 20% del total de ingresos, salvo excepciones locales, la violencia corresponde al 26% de todos los casos atendidos, como en el Tribunal de Melipilla y Talagante en la Región Metropilitana, en Talca y Parral en la VII Región, en Yumbel y Chillán en la VIII, y Ancud y Castro en la X Región.

Podríamos sostener que la sobredimensión de la carga de trabajo se debe a que estos operadores no tendrían capacitación, ni tampoco habían tenido experiencia previa en la tramitación de estos juicios en sede civil. Se pudo comprobar que varios de los entrevistados que habían ejercido funciones en tribunales civiles o de competencia común no “conocieron de los casos”, pues éstos quedaron delegados en personal subalterno.

A su vez, los jueces estiman que es más difícil dirigir las audiencias de VIF, en contraposición con otros delitos o asuntos, principalmente por los niveles de agresividad de los intervinientes. En los casos de VIF se mezclan numerosas cuestiones que los jueces debieran resolver, tales como los problemas conexos del conflicto: alimentos, relación directa y regular, cuidado personal de los hijos y materias relativas a la disposición de los bienes, además de hacerse cargo de la razón del ingreso.

Por su parte, los fiscales entrevistados
, en general, fueron de la opinión que la capacitación es insuficiente. No obstante, se constató que algunos de ellos se encontraban familiarizados con terminología como “ciclo de violencia”, “luna de miel” y la retractación que suele producirse luego de una crisis.

Todos los fiscales coinciden en señalar que su carga de trabajo aumentó aproximadamente en un 25% desde la entrada en vigencia de la ley, pero que estos casos desgastan más, aun cuando parezcan ser más simples. Ello se produciría fundamentalmente por tres razones:

a. En delitos distintos a violencia intrafamiliar, el fiscal siempre sabe lo que quiere la víctima. En esta situación, como lo manifiesta la mayoría y coinciden todos los operadores- es absolutamente imprevisible saber qué es lo que quiere la víctima, y como terminará el caso.

b. Se trata de uno de los pocos delitos en que víctima e imputado tienen relaciones de afectividad, y por lo tanto existen innumerables temas pendientes por resolver tales como alimentos, visitas. Muchas veces la ruptura de pareja no está resuelta.

c. Los fiscales se sienten presionados por la sola posibilidad de que medie una nueva agresión con grave resultado, sin que ellos hayan adoptado medidas cautelares.

Por otra parte, los defensores no están especializados por áreas, pero tampoco han tenido capacitación específica en materias de VIF. Las capacitaciones en género recibidas incluyeron tangencialmente el tema de la violencia intrafamiliar. Creemos que una mayor capacitación podría contribuir a debates más técnicos aún, lo que permitiría mejores herramientas para la comprensión del fenómeno y la defensa.
Para estos operadores -fiscales y defensores- los instructivos o las minutas eran medianamente útiles. En un caso, un fiscal especializado señaló que no había instructivos en materia de VIF, por lo cual adoptaba las mismas medidas que en cualquier otro delito.

Conocimiento y caracterización de los casos

La violencia intrafamiliar en Chile transitó desde su cocimiento en sede civil, por regla general, hasta que la ley 20.066, pareciera que vino a invertir la regla general
. No se puede afirmar esto como conclusivo, pues se carecen de los datos estadísticos. 

La ley 20.066 innova en varios aspectos: eleva el marco penal para la calificación de los hechos de violencia, tipifica un nuevo delito –el “maltrato habitual”- por el cual el conflicto de violencia intrafamiliar, dependiendo de las características y de la calificación que le dé el juez de familia, podrá quedar radicada en sede penal o civil, la incorporación de la evaluación de riesgo a fin de decretar medidas cautelares a favor de las víctimas, e incorpora la noción de economía procesal para resolver algunos de los problemas conexos en la misma oportunidad procesal. 

Bajo el escenario actual, hay dos tipos de tribunales competentes: los de Familia, y  los de garantía y, eventualmente los Tribunales Oral en lo Penal. Dada la característica de los casos, y la calificación que hacen los jueces de familia -o de los fiscales administrativamente- las denuncias por violencia queden en tierra de nadie cuando todos se declaran judicial o administrativamente incompetentes. Se ha constatado que no siempre media una declaración de incompetencia de parte del Ministerio Público, sino que “se remiten” los antecedentes al Tribunal de Familia para que califique la situación
. 

Cuando se trata de incompetencia declarada por el Tribunal de Familia y remitidos los antecedentes al Ministerio Público, muchos fiscales estiman que no hay fundamentación suficiente en las resoluciones judiciales que permita establecer que se trata de un delito de lesiones o que la conducta sea constitutiva de maltrato habitual.

De esta manera, el sistema procesa por hechos aislados de violencia. Sobre este punto, habría algunos indicios que hay diferencias de criterios entre hombres y mujeres fiscales para establecer o calificar habitualidad. Ellas parecen observar la habitualidad con mayor frecuencia que los varones. Se argumentaba que eso podría explicarse por las diferencias de comportamiento entre hombres y mujeres  en la vida cotidiana: las mujeres tienden a recordar cada uno de los episodios (de los conflictos de pareja) mientras que los hombres se olvidan y ven los incidentes como hechos aislados.

En relación con el tipo de casos, hay una brecha entre la naturaleza de estos según operador. Para los fiscales el mayor número de delitos por violencia corresponden a lesiones leves, pero en virtud de la Ley 20.066 son lesiones menos graves. Los defensores estiman que el mayor número casos atendidos es por lesiones menos graves. La diferencia se produce porque los defensores trabajan con un universo de ingresos depurados, es decir sólo de aquellos casos formalizados. Se desconoce el número de casos que termina por el uso de las facultades discrecionales en materia de violencia.

Criterios de los Operadores.

1. Maltrato habitual.

Uno de los hallazgos de este estudio es la constatación de que el sistema no procesa ni investiga el tipo penal “maltrato habitual” establecido en la Ley 20.066. En los pocos casos conocidos por defensores, éstos no lograban advertir los criterios que utilizó el Ministerio Público para configurarlo.

Los fiscales por su parte, señalan que para configurar este tipo penal, utilizan el relato de la víctima, la existencia de condenas o denuncias anteriores y el tiempo de la exposición de la víctima al maltrato. Ahora bien, estos actores a su vez, desconocen los criterios que aplican los jueces de familia para determinar que está en presencia de un delito de esta naturaleza.

Entre los jueces de familia, no hay una homogeneidad en los criterios usados para determinar el “maltrato habitual”. En general, cuando derivan las causas por este delito, su único fundamento es el relato de la víctima, sin entregar argumentos jurídicos para tal calificación. En algunos casos, los jueces tenían claridad en no incluir episodios de violencia acaecidos antes de la entrada en vigencia de la ley, mientras que otros si consideraban este elemento. El problema radicaría, para al menos un entrevistado, que cuando una mujer denuncia arrastra una larga historia de violencia, por lo cual la habitualidad es parte de la denuncia de violencia.

Más bien es la excepción que un juez establezca, por ejemplo como lo señaló un entrevistado, que tres episodios de maltrato constituyan habitualidad independientemente de si han sido o no denunciados. Así esto queda en manos de una calificación discrecional de parte de jueces, pudiendo la norma ser cuestionada por no satisfacer el principio de tipicidad.

2. Facultades Discrecionales.

Vale recordar que no contamos con datos estadísticos del Ministerio Público, por lo cual las conclusiones que aquí se reseñan se derivan de las percepciones de los entrevistados. 

Más de la mitad de los fiscales entrevistados era de la opinión que gran parte de sus causas por violencia se desestiman. Ellos aducen que esta salida se produce por diversos motivos, tales como la actitud de la víctima ante la investigación (por ejemplo, la víctima no acude a las citaciones realizadas por el Ministerio Público; la falta de ratificación de la denuncia); la ausencia de antecedentes que permitan corroborar o construir un caso (ausencia de testigos u otros medios probatorios) y, falta de claridad en los relatos de los intervinientes.

Ahora bien, es posible sostener que el uso de facultades discrecionales y desestimaciones realizadas por el Ministerio Público están influenciadas por el cumplimiento de las metas de gestión de cada fiscal. Algunos defensores estiman que se formaliza un caso de violencia independiente de lo que desee la víctima o sea más beneficioso para ella.

3. Medidas Cautelares.

Las medidas cautelares son uno de los pilares más importantes en la legislación sobre sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres de acuerdo a los estudios internacionales. Algunos entrevistados evalúan positivamente este aspecto de la ley. Las cautelares pueden ser decretadas tanto por el juez de familia como por el juez de garantía, consistiendo, generalmente, en ordenar la salida del ofensor del hogar común y la prohibición de acercarse a la víctima.

Los criterios utilizados por los jueces de familia (y los consejeros que están detrás de la calificación en algunos caso) para decretar tales medidas es la realización de una evaluación de riesgo en base al relato de la víctima, buscando establecer la probabilidad de que se produzca un nuevo episodio de violencia.

La ley 19.968 que crea los Tribunales de Familia prevé que los jueces de familia decreten como medidas cautelares la fijación de alimentos provisorios y el régimen de relación directa y regular, entre otras. Lo mismo hace la ley 20.066 en el artículo 15 que establece como cautelar que, el juez de garantía deberá decretar alimentos, régimen de visita e incluso cuidado personal, las que serán medidas provisorias hasta que lo determine un Tribunal de Familia. 

Estas últimas son las medidas menos decretadas, lo que se transforma en uno de los motivos de incumplimiento de las principales cautelares decretadas: no acercarse a la víctima. La víctima recurre al imputado en busca de pensión de alimentos, el padre de los niños quiere ver a sus hijos manteniendo constante los conflictos entre las partes. De hecho, algunos estimaron que la solicitud extrajudicial de alimentos es el inicio de otro episodio de violencia.

Los fiscales estiman que las derivaciones de los tribunales de familia vienen muchas veces sin resolver los problemas conexos de una separación, manteniéndose latente el conflicto familiar. 

Jueces de garantía y defensores coinciden en que los fiscales piden todo el rango de cautelares, muchas veces en forma desproporcionada y sin entregar antecedentes que justifiquen la solicitud. Perciben que esta conducta obedecería a un criterio de autoprotección y desresponsabilización de su trabajo, haciendo recaer la responsabilidad en el juez quien no siempre maneja los antecedentes del caso.

4. Salidas.

Una vez formalizados los casos, la suspensión condicional aparece como la forma de término más común puesto que la propia ley habría dejado fuera la aplicación de los acuerdos reparatorios. Algunos estiman que el 70 a 90% de los casos termina por esta vía. 

Las condiciones más utilizadas por los operadores es la prolongación de las medidas cautelares, tales como la prohibición de acercarse a la víctima, el abandono del hogar común, e incluye el sometimiento a terapia o a programas de rehabilitación por consumo de drogas o alcohol, debiendo ser previamente coordinadas con las redes locales.

En atención a la limitación del acuerdo reparatorio, los operadores estiman que la suspensión condicional del procedimiento hace las veces de acuerdo reparatorio. La mayoría de los defensores y algunos jueces y fiscales, sugieren la necesidad de contar con el acuerdo reparatorio, pues éste da mayor flexibilidad ante un derecho penal que puede ser muy tosco o sin respuestas apropiadas a la complejidad del fenómeno.

Pese a las restricciones de la ley en esta materia, se pudo constatar la aplicación de éstos en materia de violencia intrafamiliar. Ello se produce por dos vías.

Por una parte, haciendo una interpretación restrictiva de la disposición, sosteniendo que la prohibición de acuerdo reparatorio sólo está referida al maltrato habitual. En consecuencia, no hay impedimento para terminar el caso por medio de un acuerdo reparatorio cuando se trata de hechos que no constituyen una violencia sistemática sino que un hecho o un episodio aislado. 

Otra forma, es contextualizar el caso de VIF como un delito común, omitiéndose toda alusión a que las lesiones o amenazas se produjeron se dieron en un ámbito familiar.

Evaluación de la Ley desde los Operadores

En general, los operadores hacen una mala evaluación de la ley. A juicio de muchos de ellos, se ha utilizado una mala técnica legislativa, lo que redunda en una serie de críticas a este cuerpo legal.

En primer término, se le otorga injerencia a la judicatura penal, que no tiene la red de cooperación necesaria para resolver este tipo de conflictos, con la que sí contarían los tribunales de familia.

En segundo lugar, los operadores estiman que la ley es inflexible, no le permite movilidad a los fiscales ni a los defensores en la aplicación de un abanico de salidas o sanciones previstas en el sistema de justicia criminal. 

Otra de las críticas que se le hace a la ley, es que habría quebrantado el principio de proporcionalidad, al calificar toda lesión leve como menos grave. 

En relación al nuevo delito de maltrato habitual, los operadores sostienen que las pautas de la ley son amplias, por lo cual radica en los jueces determinar qué significa “habitualidad”. En rigor, se trataría de un problema de la ley, la que debió precisar con claridad cómo se configura la habitualidad, evitando caer en graves imprecisiones, incertidumbres y múltiples resultados, todos los cuales vulneran el principio de igualdad en la aplicación de la ley. En la práctica, los jueces han tenido que definir, lo que estaría vedado en materia penal, para suplir los vacíos.

Desde un punto de vista procesal, este cuerpo legal también presenta dificultades a juicio de los entrevistados. En materia de familia, se presenta un obstáculo en la tramitación, ya que si el denunciado no asiste a la audiencia, lo que habitualmente ocurre, se suspende la audiencia sin poder declararlo en rebeldía y seguir adelante con el juicio.

La ley 20.066 también ha traído problemas prácticos, principalmente en materia probatoria, ya que se trata de delitos que en general se presentan en una esfera de intimidad, donde no hay testigos. La posibilidad de retractación de la víctima es habitual, por lo tanto fiscales se ven enfrentados a no contar siquiera con el relato de la víctima para proseguir y probar su caso.

En relación a las medidas cautelares, los operadores estiman que se trata de buenas herramientas, pero que no existen los recursos suficientes para implementarlas. Esta percepción es coincidente con los resultados de estudios comparados que establecen la beneficencia de contar con medidas de esta naturaleza, pero que sin los recursos necesarios éstas pueden ser ineficaces.  

Finalmente, todos coinciden que para el efectivo cumplimiento y eficacia de la ley se requieren recursos, los que están ausentes en la mayoría de las regiones. Cuando detrás de los problemas asociados hay situaciones de adicción a alcohol y drogas, las redes externas al poder o al sistema judicial deben operar. En la práctica, estos servicios no existen incluso para aquellos imputados que deseen seguir un tratamiento.

En varias regiones, los servicios de salud o redes locales no aceptan imputados en programas de rehabilitación con lo cual queda sin soporte la posibilidad de reparación o de ayudar establecer condiciones en la aplicación de la suspensión condicional del procedimiento, la única salida alternativa que la ley prevé. 

Perfil del imputado.

De los datos obtenidos a través de las entrevistas a operadores y la revisión de los casos analizados se pueden levantar indicios sobre algunas de las características de las personas imputado/as en violencia. 

Es importante señalar como prevención previa que las variables detectadas existentes no permiten atribuir “un perfil del imputado/a”, ni tampoco es posible sostener que personas que tengan esas características se les deba atribuir ciertas consecuencias. Por ello es importante advertir que los hallazgos y apreciaciones surgidas de entrevistas son las características de algunos imputados, de lo cual no se pueden derivar cursos específicos de acción en casos concretos.
Lo que aquí se presenta son algunos datos, que permitieron describir un perfil muy precario por cuanto en un alto porcentaje de casos la información no se encuentra registrada en las actas ni en las sentencias. En primer término, y de la escasa información registrada, podemos señalar que se trataría mayoritariamente de hombres. Las mujeres infractoras en este tipo de delitos representarían una cifra marginal, concentradas principalmente en el delito de parricidio y homicidio.

Sobre la edad de los imputados, según los casos analizados, sólo en 1/3 de ellos la información está disponible. En aquellos casos en que se registra la información, la edad de los imputados se concentra, en primer lugar, en el rango entre 20 y 29 años, y le sigue el de 30 a 40 años. Esto podría ser indicativo de que los casos judicializados respondan a un factor generacional, esto es, que entre las mujeres más jóvenes haya mayor disposición a denunciar estos hechos.
Las mismas limitaciones respecto de la edad de los imputados/as, se presenta respecto de las ocupaciones. Se trata mayoritariamente de choferes y obreros, y una amplia gama de ocupaciones tales como carabineros, vendedores, comerciantes, etc. 

Respecto de las mujeres imputadas la mitad de ellas son dueñas de casa, lo que se repite también en los casos de parricidio.

De las entrevistas realizadas a los distintos operadores del sistema, todos coinciden que se trata de imputados que no poseen un perfil criminógeno, lo que permite llegar a acuerdo con el Ministerio Público para aplicar la suspensión condicional del procedimiento.

En algunos casos, las conductas violentas van asociadas a un contexto de adicción o consumo de alcohol y drogas, lo cual está acreditado por la revisión de los estudios nacionales. Condiciones de pobreza, hacinamiento, cesantía, abuso de alcohol y drogas son factores asociados a la violencia intrafamiliar. 

Un entrevistado destaca que algunos imputados resultan ser agresivos en su relación con el género femenino. Esto lo aprecia fácilmente en las audiencias con imputados de estratos sociales más bajos, mientras que los imputados ABC1 con las mismas características suelen disimular, pero que ello se manifiesta igualmente.

Una opinión común entre los actores es que los imputados por violencia no consideran que golpear a su cónyuge o pareja sea un delito, por lo cual reconocen el hecho. De allí, a nuestro juicio, no sea eficiente para la defensa negar la comisión del delito. 

Análisis de Casos.

Se analizaron un total de 176 casos en las 5 regiones elegidas para este estudio. Se revisaron 13 casos de parricidio, 134 de lesiones, 16 de amenazas y 13 de maltrato habitual. Estos últimos corresponderían a la mayoría de los casos en el sistema en el período desde la entrada en vigencia de la ley hasta octubre de 2006.

Las amenazas estudiadas se producen, por regla general, en relaciones de pareja, tanto en matrimonios como en uniones de hecho. Son casos aislados cuando se producen en otro tipo de relaciones. Estos casos en su mayoría llegan a término por medio de suspensión condicional del procedimiento, salvo la Región Metropolitana. Los registros de casos de la Región Metropolitana provenían de una sola fiscalía, y en que de seis casos cinco terminaron en juicio (3 simplificados, un abreviado y un juicio oral) y sólo uno terminó en suspensión condicional. Estos resultados no son reflejo de lo que suceda en el sistema. 

Los casos por amenaza tienen como patrón común que los operadores no se pronuncian sobre el fondo, sino que resuelven habitualmente sólo atendiendo a factores formales.

2. Lesiones.

La percepción de algunos operadores es que las lesiones serían el delito más común en materia de VIF, mientras que otros dirán que son las amenazas. Las lesiones se cometen, nuevamente en relaciones de pareja, existiendo –al igual que en el caso de las amenazas- casos aislados en que se dan en otro tipo de relaciones.

En relación a su forma de término, la más usual es la suspensión condicional del procedimiento, lo que responde principalmente a una respuesta estandarizada de los operadores frente a este delito, en que no se discuten los elementos de fondo, utilizando la suspensión como la forma más rápida y eficaz para ponerle fin a este tipo de casos.

3. Parricidios / Homicidios.

En este caso se trata de delitos que comúnmente están precedidos de contextos de violencia intrafamiliar. Presentan como característica primordial el hecho de que es cometido en su mayoría por mujeres, tanto en contra de sus parejas como en contra de sus hijos. 

Se trataría de mujeres principalmente dedicadas a las labores del hogar y con escaso nivel educacional.

Debido a la pena asignada por la ley, estos casos terminan por juicio oral o procedimiento abreviado, generándose una mayor discusión entre los actores procesales, a diferencia de los otros delitos analizados.

La revisión de los casos reflejaría que los jueces no siempre consideran el contexto de violencia que precede al homicidio, tampoco es posible advertir cómo la historia de violencia es construida en la teoría del caso de la defensa. 

4. Maltrato habitual.

La principal información que fue posible relevar de los casos estudiados es que no existen criterios para configurar la habitualidad. Como se ha dicho, se trata de un tipo penal poco utilizado, que presenta además dificultades en materia probatoria.

La mayoría de estos delitos, se presenta en relaciones de pareja, salvo excepciones de casos de maltrato de hijos a la madre.

La revisión de jurisprudencia y registro de actas de salidas en todos los delitos estudiados viene a constatar que no hay invocación a tratados internacionales de derechos humanos. Tampoco hay invocación de parte de los operadores.  

Los Estudios de Violencia

Todos los estudios -nacionales e internacionales, se refieren a la violencia como un tema o fenómeno altamente complejo de abordar y que su tratamiento requiere intervenciones multisectoriales e interdisciplinarias.

A nivel nacional no se encuentran trabajos que estudien los perfiles sobre imputados o agresores en violencia. No obstante, algunos de ellos indican que la violencia está relacionada en muchos casos con problemas de abuso de sustancias, y que la violencia física se produciría en mayor proporción en estratos socioeconómicos bajos y la psicológica en los estratos altos.

Los problemas que afectan a la persecución penal de la violencia acerca de la ambivalencia de la víctima están confirmados en la literatura, la denuncia de la violencia no es sinónimo de ruptura de la relación de pareja, con lo cual puede desistirse de su denuncia.

Ahora bien, la intervención judicial según los escasos estudios que se refieren al tema, no mostrarían que ésta produce mayor violencia al interior de la familia. En algunos casos, como se advierte en recientes trabajos la violencia se detendría luego de la denuncia y judicialización, y en otros casos, la violencia continuaría pese a la denuncia.

Los estudios comparados revelan la dificultad de aplicación de las leyes que sancionan la violencia doméstica, ya sea por falta de recursos, por problemas probatorios o por los criterios de los jueces y operadores.

Los delitos autónomos e independientes también han tenido inconvenientes en su aplicación, pues ellos se dan en concurso de delitos en que las penas más altas asignadas son para los delitos generales y no los autónomos de violencia.

La tipificación de la violencia psicológica mantiene problemas probatorios o la determinación del quantum para la investigación del caso.

En cualquier caso, las evaluaciones recabadas por diversos organismos internacionales dan cuenta que los esfuerzos de los Estados por limitar su área de intervención en violencia a la judicial no sólo es restringida sino además ineficiente. Sin medidas interdisciplinarias e intersectoriales, las leyes que sancionan la violencia carecen de eficacia, pues se requiere intervención terapéutica para las personas que sufren violencia además de intervenciones específicas para aquellos que la perpetran.

� Pese a reiterados intentos de obtener información estadística del Ministerio Público ésta no fue entregada.


� Se entrevistó, por lo general, a aquellos que detentan el cargo de la especialización en violencia intrafamiliar y responsabilidad penal juvenil, salvo los de aquellas localidades en que no había especialización. En ese caso, se eligió al azar el entrevistado.


� Antes de la entrada en vigencia de la Ley 19.325 la mayoría de los casos eran conocidos en subsidio en juzgados de policía local en virtud de que la mayoría de los casos eran faltas en conformidad con el artículo 494 Nº 4 y Nº 5 del Código Penal.


� El Oficio Nº 789 del Ministerio Público instruye sobre la no declaración de incompetencia de los fiscales en materia de violencia intrafamiliar. 
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